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Panamá, 7 de octubre de 2024
Nota C-220-24

Ref.: Cobro de canon de anendamiento por parte de un Concesionario, por el uso de las áreas de

servidumbre vial, para la colocación de distintas infraestructuras de servicio público.

Señor Ministro:

Atendiendo la atribución consagrada en el numeral 5 del artículo 220 de la Carta Magna, y lo dispuesto en el

numeral 1 del artículo 6 de la Ley N0,38 de 3'l de julio de 2000, "Que aprueba el Estatuto Orgánico de la
Procuraduria de la Administración, regula el Procedimiento Administrativo General y dicta drsposiclones

especlales', se da respuesta a su Nota DM Al-1252-2024 de 19 de agosto de 2024,recibida el dia 29 de

septiembre de 2024, mediante la cual eleva mnsulta en los siguientes términos:

'¿Es viable el cobro de un canon de anendamiento, pot pafte de la Conces¡onar¡a

Madden Colón, por las áreas de sentidumbre vialde la Autop¡sta Madden-Colón, para

la colocación de las d¡stintas inftaestruduras de sevicio públ¡co, entre e/las esfaclones

de rudio base?

Esta Procuraduria, basada en el estudio y análisis pormenorizado, en cuanto al tema objeto de su consulta,

es del criterio juridico, que no es viable el cobro de un canon de arrendamiento ,o0r arte de Ia Conces¡onafla0

Madden Colón, por las áreas de servidumbre vial de la Autop¡sta Madden-Colón, para la colocación de las
distintas inÍraestructuras de servicio público, en virtud de lo dispuesto en el articulo 258 de la Constitución
Política, los articulos 1335, '1636 y 1640 del Código Adminiskativo, los articulos 513, 518 y 531 del Código

Civil, los artículos 9,12.10,13.1,13.6, 15.5 y 15.8 de la Ley No.S de 1988 (Concesiones Administrativas), los

articulos 61 y 62 de la Ley N0.31 de 1996 (Telecomunicaciones), los articulos 141 y 142 de la Ley No.6 de
'1997 (Electricidad), y las cláusulas tercera, cuarta y décimo primera del Conhato No.9B de 29 de diciembre

de 1994, en lo aplicable a la Concesión Madden-Colón.

Es importante en primera instancia indicar, que la respuesta brindada a través de la presente consulta, no

constituye un pronunciamiento de fondo, o un criterio legal concluyente, que determ¡ne una posición

vinculante, en cuanto a lo consullado,

Su Excelencia

José Luis Andrade Alegre
Ministro de Obras Públicas

Ciudad

¡ Sustento iuridico de la Procuraduria de la Administración:

l. Del principio de legalidad.

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el artículo 18 de la Constitución Política de Panamá,
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concordante con el articulo 34 de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000, que regula el Procedimiento
Administrativo General, que a la lelra enuncian:

Los seruidores públicos /o soI) por esas mlsmas causas y tambíén por extralinitación
de funciones o por omis¡ón en el ejerc¡c¡o de éstas. '

"Attículo 34. Las acluaciones administrativas en fodas /as enfidades públ,cas se
efectuaÉn con arreglo a nomas de ¡nformalidad, ¡mparcial¡dad, uniform¡dad, economia,

celeridad y eficacia, garant¡zando la rcalizac¡ón opoñuna de la func¡ón adnin¡strat¡va,
sin nenoscabo del debido proceso legal, con objetividad y con apego al principio de

esticta legal¡dad. ...'

El reconocido jurista argentino, Roberto José Dromi, especialista en Derecho Administrativo, sostiene que "e/

principio de la legalidad es la columna veftebral de la actuación administrativa y por ello puede concebirselo
como ertremo al procedimiento, constituyendo s¡muftáneanente la condición esencial para su exlsfencla.
Agrega que el mismo se deternina juridicamente por la concurrencia de cuatro condiciones que forman su

conterto: 1) delimitación de su aplicación (resela de ley); 2) ordenación jerárquica de sujeción de las normas
a la ley; 3) determinación de selección de normas aplícables al caso en concreto, y 4) prec¡sión de los poderes

que la norma confiere a la Administración." (Derecho Administrativo, Argentina, libro 12 Ed, Hispania Libros-

2009, página 111).

Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Adm¡nistrativo y Laboral de la Corte Suprema

de Justicia de Panamá, ha externalizado por medio de su jurisprudenc¡a, decisiones judiciales refiriéndose al

importante principio de estricta legalidad, acentuando su flnalidad, Al respecto, a través de la Resolución

fechada 10 de julio de 2019, manifestó lo siguiente:

'Así pues, de una lectura de /as dr'sposiclones legales anteriores, se puede concluh que

la finalidad del prinapio de estricla legal¡dad. es garantizar que la aduación de las
autoridades públlcas se sujete a un conjunto de rcglas y normas prcviamente

esfabiecr'das, de forma tal que se evite toda arbitrcriedad o abuso de podet que puede

afectar a los adnin¡sttados.'

Se desprende así, con meridiana claridad, que los actos adminislrativos emitidos por los serv¡dores públicos

en el ejercicio de sus funciones, deben limitarse a lo permitido por la ley y que, en estricto cumplim¡ento del
mandato const¡tucional, tal comportamiento revestirá y asegurará que el acto emitido se presuma igualmente
legal.

1 "... se puede conclui que la finalidad del principio de esticta legal¡dad, es garant¡zar que la actuación de las autoidades públ¡cas
se sujete a un conjunto de reglas y normas prcv¡amente establec¡das, de torma tal que se evÍe toda añilraiedad o abuso de poder
que pueda afectat a los admin,st/ados'. Sentencia de 24 de septiembre de 2020 de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo
y Laboral de la Corte Suprema de Justicia de Panamá.

'Artículo 18. Los pafticulares solo son resporsabies arte /as a utoidades por infracc¡ón
de la Constitución o de la Ley.

Conforme este principio de derecho público, todos los actos administrativos deben estar somet¡dos a las

leyes, estableciendo así un límite a los poderes del Estado, esto es que deben ejercerse con apego a la ley
vigente y la iurisprudencia. En otras palabras, el servidor público sólo puede hacer lo que la ley le permital.
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ll. De la Constitución Política de Panamá

El artículo 258 de la Carta Magna patria, en referencia a los b¡enes públicos, consagra:

'Atliculo 258. Peftenecen al Estado y son de uso público y, por consigu¡ente, no
pueden ser objeto de apropiación privada:

Las tienas y las aguas desflradas a se/v,bios públ¡cos y a toda clase de

comunicaciones.

5. Los demás óienes que la Ley defina como de uso público.
,,." (Lo resaltado es del Despacho)

El Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 26 de diciembre de 2017, ante acción de amparo

de garantías constitucionales, en torno a esta norma fundamental, ha proferido el criler¡o siguiente:

'El c¡tado adículo delTerto Const¡tucional enl¡sta una ser¡e de bienes destinados al
uso público y que, en pinc¡pio, no pueden ser objato de a,/opiación privada.

rcconociéndole al Estado un derecho de prop¡edad sobre los mismos, por /o cual está

facultado parc proveer lo necesatio para su conse¡vación, uso y explotación.

La naturaleza de los bienes de uso públ¡co implica que su utilización está destinada
de manera directa e una lunción pública, al interés general y, por tanto, se

enuentran somet¡dos a un régimen espec¡al de Derecho Públ¡co.

El publicista Robelo Droni señala que los bienes de uso púól¡co están sometidos a un

réginen jurídico especial con modalidades propias, o entados por los princ¡pios de

inalienabil¡dad, ¡mprescriptib¡l¡dad e inembargabilidad (Derccho adn¡n¡strat¡vo. C¡udad

Argentaria: Buenos Aires, 1998, p. 649).

Lo anteior inplica que ninguna persona pivada puede d¡sponer de /os blenes de uso

públ¡co en calidad da ,/opie,;ario, ya que no son suscepfrb/es, por ejemplo, de

pernuta, compraventa, donación y tampoco de prescr¡pc¡ón (como ned¡o de

adqu¡s¡ción de la propiedad); nipueden ser secuesfrados, deposltados, niembargados
para que respondan por el incunphmiento de obl¡gaciones públicas y privadas."

(Lo resaltado es del Despacho)

Conforme lo expuesto por el Máximo Tr¡bunal de Justicia, pertenecen al Estado, los bienes de uso público y,

dado que su naturaleza implica una función pública, no pueden ser objeto de apropiación privada.

En tal sentido, aplicado al caso bajo anális¡s, se aprecia que el Contrato Administrativo N0.98 de 1994,

corresponde a la obra vial denominada autopista Panamá-Colónz, o carretera Madden-Colón, fue otorgado

con fundamento en la Ley de Concesiones Administrativas, aplicable para la"ejecución de obras públicas de

2

Así, según determina en forma diáfana la norma uf supra, " peñenecen al Estado y xn de uso públ¡co"

aquellos bienes destinados a servicios públ¡cos (numeral 2) y los especificados por Ley (numeral 5). En

consecuencia, se colige del texto constitucional que los b¡enes se reoutan Dúblicos. en atención a su
prooiedad (del Estado) v a su destino (prestar servicios públicos).

2 Cfr. Contrato No.98 de 29 de d¡ciembre de 1994.



lll. Del Código Administrativo

"Atliculo 1335. Son vías públicas uúanas, las calles, plazas, paseos y /as avefldas
o caminos a /as qumfas o correg¡mientos acceso/¡bs a la capital del Distrito,

comprendiéndose en e//as /as calzades, puentes, viaductos adyacentes, la
construcc¡ón, rcparcc¡ón u omato de /os cuales conesponde a las Municipalidades.
La libeftad, comod¡dad y seguidad del tránslo y el aseo de las vías públicas es de

competencia de la Pol¡cía. " (Lo resaltado es del Despacho)

'Artícuto 1636. Son vías púbr,cas, adenás de /as uóanas de que habla el a ículo

1335, los caninos públicos rurcles, conprend¡endo en e//os /os puenfes, calzadas y
otas obras que hacen parte de ellas, y los ríos navegables.'
(Lo resaltado es del Despacho)

'Att¡culo 1640. Las vías públ¡cas son bienes de uso común inajenables e
inprescripübles.
.,,' (Lo resaltado es del Despacho)

'Attículo 16tU. N¡nguno puede hacer sobre la via pública, obra alguna de uso
pafticulat...' (Lo resaltado es del Despacho)

lV. Del Código Civil.

El articulo 513 del Código Civil contempla el concepto general de servidumbre, definiéndola como "...un
gravamen rmpuesfo §obre un innueble en benef¡c¡o de otro peñeneciente a d¡stinto dueñ0". En tanto, el

articulo 518 ibidem distingue que pueden ser creadas por ley (legales) o de forma voluntaria (voluntarias), y

el artículo 531 idem explica que las servidumbres legales son aquellas que "tienen por objeto la utilidad
públlca". Basado en ello, puede aseverarse que la servidumbre a que refiere la mnsulta (servidumbre vial o
derecho de via) es de tipo legal.

A su vez, la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en

Sentencia de 21 de mazo de 2000, ante acción de plena jurisdicción, señala:
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interés público"t, en consecuenc¡a se está en presencia de una via oúbl¡ca, oue cumole una función oública
v no ouede ser obieto de apropiación privada.

El Código Administrativo, en sus artículos 1335, 1636 y 1640, de interés para esta consulla, dispone:

La legislación administrativa citada identifica como via pública a las calles, avenidas y calzadas, entre otras,

asignándoles un carácler de "uso común", resultando en consecuenc¡a "inajenables e imprescriptibles", En

adición, orohíbe la construcción de obras orivadas sobre las vías oúblicas.

Cabe destacar que, la Sala Tercera de lo Contencioso Admin¡strativo y Laboral de la Corte Suprema de

Justicia, en Sentencia de 4 de agosto de '1995, ha aclarado que"lav'¡a púbhca no só/o esfá const¡tuida pot el
paño de cemento (u otro mater¡al) por el cual normalmente transitan los vehículos sino que también

comprende la seruidumbre, que forma pafte de esa vía pública". Producto de ello, se desprende que la
servidumbre vial también es de uso común. oor tanlo inaienable e imorescriotible, es decir no son susceptibles

de apropiación particular.

3 Cfr. artículo 1 de la Ley No.s de '15 de abrilde 1988.



La servidumbre pública da caáctet adninistrat¡vo de que hablanos, impuesta pot
autoddad con fecultades ,egares a, efecfo, fiene espec¡a/es c ancterísticas que la
dist@uen de la tedicional sewidumbre prdial regulada por el Der*ho Privado,
mas aquella no es ajena a los orígenes que dist¡nguen al concepto de se¡vidunbre. Por
ejemplo, la doctr¡na española que guada ¡ntina relación ya que ha sevido de

antecedente inmediato impoñante a nueslro Código Avil, sobrc la seM¡dumbre
ad mi nistt at¡v a ha señ al ado:

'... sólo acepta las serv¡dunbres sobre blenes privados en favor de bienes
públicos, y algún autor cono GARRIDO FALLy''... señala que las sevidumbres
adm¡nbtrativas la ¡dea de pred¡o dom¡nante no es esencra¿ ni siqu¡era existe
normalmente. La servidumbre pública se esfebrece en favot de la
comunidad, sin que ello quiaa decir que tal gravamen suponga el uso público
del predio s¡N¡ente por pañe de la comunidad. Pot ello el estudio de las
seruidumbres admin¡strat¡vas no debe limitarse a las prediales o reales, sino que
han de ser abarcadas cualesqu¡era ¡mpuestas sobre la prop¡edad pñvada por
razón de intetés públ¡co'. (BACHOFER GARCIA. lbídem, p. 917).

Conpe¡íinos este criteio que etenúa el requisíto de existencia de predio
dominante en la setvidumbre adninistraüva, porque su fundemento está
conúnmente en el interés público. Esfo no obsta para que cono pañtcularidades

dist¡ntivas que la seruidunbre bajo examen, adenás de ser inpuesta por la Ley, sea en
princ¡p¡o aparente y continúa.

..." (Lo resaltado es del Despacho)

En la excerpta que antecede, la Máxima Corporación de Justicia se adh¡ere a la consideración que, para las

servidumbres administrativas legales, no es preponderante el uso del predio sirviente, sino que impera la
utilidad pública que deriva del predio dom¡nante.

V. De la Ley de Conces¡ones Admin¡shativas

La Ley No.5 de 1998+, talcomo dispone su articulo 1, sirve de fundamento jurid¡co para "la ejecución de obras
públ¡cas de interés público, aplicable a la construcción, mejora, manten¡m¡ento, consevación, restauración y
explotación de caneteras, aufoplstas, y otas obras que el Cr,nsejo de Gabinete cal¡fique como de interés
públlco", mediante el sistema de concesión.

En el artículo 2 ibidem, el concesionario se obliga a realizat, por su propia cuenta y r¡esgo, cualesquiera
actividades susceptibles de concesión a que se refiere la Ley No.5 de 1988, es decir aquellas comprendidas
en el artículo 1 de dicho instrumento juridico. La contraprestación que ha de rec¡bir la empresa concesionaria
será los derechos o tarifas, aprobados por el Órgano Ejecutivo, y precisados en el contrato correspondiente.

a Ley No.s de 15 de abril de 1988, 'Por la cual se estab¡ece y regula el sistema de ejecución de obras públicas por el s¡stema de
concesión administrativa y se adoptan otras dispos¡ciones", Publicada en la Gaceta Ofc¡al N0.21030 de 18 de abril de '1988.
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'Aplicado al presente caso, lo anteiot pernrte afirnar que /os "olos de agua. gue se
utilizarán como fuente de abastec¡miento de la servidunbre forzosa de acueducfo
inpuesta a través de la resoluc¡ón ¡mpugnada son b¡enes del Estado, de uso públ¡co. a
pesar de estar ub¡cados en un fundo de propiedad privada, por lo que están afectos a
sevir, a tenor de la Ley, al bienestar públ¡co e interés soc¡a| que es precisamente el
dulino que inspta a la Resoluctón que el dernandante reprocha. No es necesaria,

entonces, cüno ¡ndeb¡damente asegura éste, la adyacenc¡a o contigüidad de dos
pred¡os uno en calidad de fundo doninante y el otro cono s¡ruiente de la seru¡dumbre
legal de acueducto que nos ocupa.
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Añade que el Estado, vía el contrato de concesión, podrá obligarse a realizar contribuciones con la finalidad
de amorlizar el monlo total recuperable de la concesión.

-Attículo 
9. ...

.., el contrato de concesión preverá la metodología detallada para fiscalizat y
monitorear la recuperac¡ón del monto total rccu,P./table de la concesión por pafte del
concesionaio en el t¡enpo. Para esfos efectos, la metodologia deberá establecer
cálculos per¡ódicos de la recuperación de dicho monto. La entidad concedente podrá
pactar con elconcesionario apoles delEstado para reducir elnontototal recuperable
cuando cicunstanc¡as fuera del control del Estado y del concesionario provoquen un

desfase en elritmo de la recuperación proyeclada.' (Lo resaltado es del Despacho)

"Atlículo 12 En los conven¡os de conces¡ón adn¡nistativa se consignará por lo menos:

14. El t¡empo de duraaón y el monlo totel recupenble. Este monto incluiá la
inversión y una gananc¡a rczonable debidanenle pactada. S¡n peiuicio de los
derechos especia/es contemplados en esta Ley en benefrcio del concesionaio,
la concesión espec¡ficará que la misme se extinguirá cuando cualquiera de
,as dos cond¡ciones se dé primero." (Lo resaltado es del Despacho)

La importancia del monto tolal recuperable rad¡ca en que al alcanzarse se extingue el contrato concesión, por
virtud de la Ley, por ello es de gran implicación para el ¡nterés público, puesto que la admin¡stración y

explotación del objeto concesionado retorna al Estado,

'Arficulo 13. Los conceslonarios e stán obligados a lo siguiente:
1. Realhar el objeto de la concesión de conform¡dad con el acto que la ototga y

con el convenio de concesión y sus anexos;

A cobrcr tarifas no superiores a las aprobadas por el Consejo de Gabinete;
' (Lo resaltado es del Despacho)

'Articulo 15. Los conceslonanos fendrán los siguienles derechos especla/es:
L Los consrgnados en el convenio de concesión que no se opongen a esta Ley;
2. Cobrar las tarifas aprobadas por el Ejecutivo, a lodos /os usuanbs srn

disciminación e ninguna espec¡e:

A que las entidades concederles /es oforguen la seyidumbres necesarias para
la ejecución de la obrc y pan la prestación del servicio para que se exp¡dan
por su condudo, /os permrsos de uso que conespondan, en coordinación con
I as entid ades conpetentes ;

Los demás que se encuentren prcvistos en la concesión, en esta Ley y on los
reglamentos que se diclen en su desanollo.
Recibir los demás ,;rgresos a que tengan derecho según lo pactado en el
contrato de concesión, en caso que este establezca otras formas de

7

I

10. Las fanfas, asi como el sistema para su revisión, las que deberán ser aprobadas
por el Consejo de Gabinete,

En los artículos 9 y 12, de la Ley de Concesiones Administrativas, se estipula que el contrato de concesión
debe incluir el monto total recuperable (inversión y gananc¡a razonable), así como la metodologia para
calcular la recuperación de ese monto total recuperable. Agrega que las tarifas deben estar aprobadas por
el Ejecutivo, por conducto del Consejo de Gabinete.

o.
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rccuperac¡ón del monto total rccuperuble d¡stintas al cobro de peaje.
' (Lo resaltado es del Despacho)

Los articulos 13 y '15 ibídem, enumeran las obligaciones y los derechos especiales de los concesionarios.
Entre las obligaciones está la ejecutar el contrato, de acuerdo a las condiciones del otorgamiento, y a los
términos del contrato y sus anexos.

De los derechos sobresalen, para los efectos de esta consulta, aquellos contenidos en el prop¡o contrato
siempre que no contravengan la ley de concesiones administrativas-, en la ley y los reglamenlos; de cobrar
las tarifas que le haya aprobado el Ejecutivo; y, a que se les concedan las servidumbres para la eiecución
de la obra (carreteras. aufopistas. v otras obras califaadas como de interés público por el Conse¡o de
Gabinefe) v o tación del servicio oúblico (vias oúblicas) . En este último, visto que las servidumbres viales
presumen de un beneficio colectivo, debe entenderse que se otorqan al Concesionario, oara el desarrollo de

lqs intaeslructuras que comoonen el obieto conlractual , no así para el arrendamiento de las mismas

En lo relativo al monto total recuperable, especifica el numeral 8 del artículo 15 ídem que, aoarte del cobro
del peaie, el concesionario tiene derecho a recibir los demás ingresos que le hayan sido otorgados en el
contrato de concesión, cuando estos estén establecidos como formas de recuperación del monto total
recu perable. De suscitarse distinta interoretación. el concesionario podría estar recibiendo beneficios
económicos (oananct ue no serian contabilizados oara el monto total recuoerable v extinción de la
concesión

Vl. De la Ley No.31 de 8 de febrero de 1996.

La Ley N0.31 de 1996s, en sus artículos 61 y 62, ambos destinados a los concesionarios de servicio público
de telecomunicaciones tipo A (otorgados en régimen de exclusividad temporal6), tal como se señala en el
escrito de consulta, contempla el uso gratuito únicamente para el paso de líneas y proclama el derecho de
obtener, por parte del Estado o de particulares, las servidumbres que requieran para los fines específicos del
servicio público.

Dentro del mismo ámbito, en el artículo 12 del "Reglamento para la instalación, operación y uso compartido
de torres y/o estructuras que soportan antenas de servicios de telecomunicaciones"z, se establece que
"cuando una o varias lineas colindantes coincidan con la servidumbre pública, se deberá cumplir con las
no rm as e stablecid a s por la autoridad que admínistra dicha se¡vidumbre" .

Para la adecuada comprensión de dicha expresión, debe tomarse en consideración que la concesionaria vial
"tiene atibuido por autoidad estatal la construcción el mantenimiento, la erylotación, la custodia, la
administración o recuperación económica de la vía mediante el rég¡men de pago de peaje u otro sistema de
prestación"s. No recibe la autoridads o poder público, asi como tairpoco U brop¡eOaá dé la tierra, las cuales

5 Ley N0.31 de I de febrero de 1996, "Por la cual se dictan normas para la regulac¡ón de las telecomunicac¡ones en la República
de Panamá". Publicada en la caceta Ofic¡al N0.22971 de g de febrero de 1996
6 Cfr. articulo 7 de la Ley N0.31 de 8 de febrero de '1996.
7 Resolución AN No. 2848-Telco de 5 de agosto de 2009, "Oue adopta la reglamentac¡ón que regirá la instalación, operac¡ón y uso
comparlido de tones y/o estructuras que soportan antenas de telecomunicac¡ones". Publicada en Ia Gaceta Oñcial No.26352 de
24 de agosto de 2009.
I8 CASADO, i/aria Laura. D¡ccionario Jurid¡co. 2009. 6ta Edicjón. Va etta Ed¡ciones S.R.L. pp.l89.
D¡spon¡ble en httpsJ/drive.google.mm/file/d/lSfYBvqZtRq'ltrn-N-hBD_syZWsr3Cmph/view
e De clnform¡dad con el Diccionario de la Real Academia Española, es: 'Poder que gob¡ema o ejerce el mando, de hecho o de
derecáo'. https://dle.rae.es/autoridad
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s¡guen s¡endo del Estado y continúan destinadas al beneficio coleclivo. Lo que el concesionario rec¡be es el
derecho a administrar y explotar los bienes concesionados, y percibir aquellos beneficios expresamente
contemplados en el contrato. En virtud de ello, entiende este Despacho que "la autoridad que admin¡stra
dicha servidumbre" es el

representación del Estado.

Ministerio de Obras Públicas en su condición de entidad concedente, en

Vll. De la Ley No,6 de 3 de febrero de 1997

EI Texto Únicoro de la Ley No.6 de 19971 1, en su artículo 141 "Uso grafudo", faculta al concesionariolz o titular
de la licenciar¡, relativa al sector eléctrico previo cumplimiento de la Ley, "para usar, a título qratuito, el suelo,
el subsuelo y el espacio aéreo de los camrnos, caneteras y vias públicas, además de las aceras, cal/es y
plazas, asi como para cruzar rios, caudales, puentes, vías férreas, lineas eléctricas, acueduclos, oleoductos
y otras lineas de conducción, para el debido cumplimiento de los fines de la concesión o de la licencia"

El numeral 1 del artículo 142 " Seruidumbre grafurla" ibídem, determina que el concesionario o licenciatario,
en caso de líneas aéreas o sublerráneas ubicadas en el predio sirviente, dentro de la faja colindante a la via
pública, no tendrá que reconocer compensación alguna, siempre que no interfiera con los derechos de
propiedad y no vaya más allá de lo indispensable para la realización de sus trabajos.

En la Consulta C-l2-09 de 10 de febrero de 2009, que precede a Ia presente y en cuyo criterio se confirma
este Despacho, se dictamina que " ...el pliego de bases y el contrato de concesión número 98 de 1994 define
el término 'servidumbre' como la taia de tiena reseryada a adsu¡rida por el Estado, para la construcción y
manten tmten to de la canetera y para el establecimiento de seryicios, de tal sueñe que a juicio de este
Despacho, no es iurídicamente viable el cobro. oor oa¡fe de la enpresa PYCSA, S.4., de una compensación
por la instalación de infraestructuras eléctricas en el sue/0, subsue/o v el eslacio aéreo de las vías públicas

construidas oor dicha en las servidumbres viales.en vi¡tud del contrato adninistrativo número 98 de
1994,

Vlll, Del Contrato No,98 de 29 de diciembre de 1994

El referido Contrato N0.98 de 19941a, en lo aplicable a la Concesión Madden-Colón, en el párrafo primero del
artículo tercero, obl iga a la concesion aria a "cumplir con todo el ordenamiento jurídico de la República de
Panamá y en particular con la Ley No.S de 15 de abrilde 1988, de Concesión Administrativa"

Para el mejor análisis de esta cláusula no debe soslayarse que la empresa concesionaria, está ejerciendo
una aclividad propia del Estado, a cambio de una ut¡lidad (ganancia). Partiendo de esa premisa, se trata de
una cláusula que contiene la exigencia general de obedecer las leyes de Panamá (Verbi gratia, pagar los
impuestos, respetar los derechos de los trabajadores, proteger los bienes del Estado, etc.), durante la
ejecución de la concesión y salvo las condiciones pactadas en la misma. Los conelatlvos derechos que se
dertven, se ejercerán de igual forma, esto es conforme estén previstos en la Ley y según las condiciones

10 Publ¡cado en la Gaceta Oficial N0.29325-A de 7 de jul¡o de 2021.
11 Ley No.6 de 3 de febrero de 1997, "Por la cual se dicta el Marco Regulatorio e lnstitucional para la Prestación del Servicio público
de Electric¡dad". Publicada en la Gaceta Oficial N0.23220 de 5 de febrero de 1997.
12 Cfr. articulo lK del Texto Único de la Ley No.6 de 3 de febrero de 1997.
13 Cfr. artÍculo 50 del Texto Unico de la Ley No.6 de 3 de febrero de 1997.
1a Contrato No.98 de 29 de d¡ciembre de 1994, para el "Estudio, d¡seño, construcc¡ón, manten¡miento, operac¡ón y explotación de
la Autopista Panamá-colón y la Fase I del corredor Norte, med¡ante el sistema de conces¡ón administrativa". publicado en la
Gaceta Oficial N0.22699 de 10 de enero de 1994.



En la cuarla cláusula del Contrato de Concesión N0.98 de 1994, también en lo aplicable a la Concesión
Madden-Colón, se dispone:

'Cuarto: Derechos y Beneficios Fiscares,
Et CONCES/ON/ARlO tendrá los sigu¡enfes derechos especia/es:
1. Cobru a los usueios las ta fas que resultu por aplicación de to d¡spuesto

en el presente contrato o de úra manera autorice el Consejo de Gabinete a
sol¡citud de EL C0NCES/ONAR/O;

4. A gue la ent¡dad concedente le otorgúe las se¡vidunbres necesaúes pa,a la
ejecución de h obra y paru la prestacion del seruicio parc el cual se ha
realizado la rn¡sna, y para que se expidan por su conducto, los pemt,sos de uso
que c1rrespondan, en coordinac¡ón con tas ent¡dades conpetentes;

9- Recióir pagos en concepto de Peaje Somfue y deseguttibr'to económico,
según lo d¡spuesto en este contrato.'1s (Lo resaltado es del Despacho)

En la citada cláusula contractual, en lo referente a las servidumbres, reconoce el derecho de la concesionaria
en lo que conc¡eme a su uso para la ejecución de la obra y la prestación del servicio concesionado, no asi
para cobrar arrendamiento por el uso de las servidumbres viales. En concordancia, resalta la autorización
taxativa para el cobro de las tarifas del contrato, del peaje de sombra }/
faculta expresamente al concesionario a cobrar. en ninoún

del desequilibrio

to. oor el uso

económico. No se
de la servidumbre

pertenecien le al Estado

Lo referente al monto total recuperable, se encuentra en la cláusula décimo primeral6, del siguiente tenor:

'D&imo Prinero: llonto Total Rquperable
El monto total recuperable de la conces¡ón, que ¡nctuye la ¡nvers¡ón y la ganancia
razonabte de la Etapa 1 y de ta Etapa lt del Trano Madden_Colón es Selsclenfos
veintis¡ete millones doscientos noventa y c¡nco m¡l quin¡entos noventa y dos balboas
con 0ü 1 00 (B/. 627,296, 592.06).

Se habrá obtenido el nonto total recuperable en la fecha en que la suna de los
ingresos nofos provenientes de exptotaciim de la concsión, incluyendo, pero sin
linitaoe a las ta¡ifas de pee¡e, el pea¡e Sonbn y tas actMdedes conexais (luego
de deduci /os cosfos y gasfos de manten¡m¡ento y operución, exceptuando-ta
amoñ¡zación del cap¡tal delfinanciam¡ento), a valor presente, hayan atcanzado la suma
aftiba indicada.
... " (Lo resaltado es del Despacho)

De lo transcrito uf supra, se aprecia que el monto total recuperable, es producto de la adición de los montos
cobrados por Ia concesionaria en concepto de tarifas de peaje, peaje sombra, y actividades conexaslT, entre
otras posibles actividades no especificadas. No obstante, dada la naturaleza del contrato administrativo de

15 cfr. Adenda No.s-D de I de abr¡t de 2010. pubticada en la Gaceta oficial No.26s7gc de 19 de jutio de 2010.
16 Cfr. Adenda No.s-F de 7 de diciembre de 2012. Publ¡cada en la Gaceta Oficiat No.27213-B de á8 de enero de 2013.17 De conformidad con la Real Academia Espanola, es: "D¡cho de una cosa: Que está entazada o relacionada con otra-'
https://dle.rae.es/conexo?m=form
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pactadas en el contrato. No puede inferirse oue. a través de la obliqación de cumplir con el ordenamiento
iuridico, el Estado confiere ootestades que no están expresadas en el conkato.



De esta.manera se da respuesta a su solicitud, reiterándole que la opinión aqui vertida, no constituye un
pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante, en cuanto a lo
consultado,

RGN4/drc

c-202-24

Atentamente,

ez Montenegro
Procurador de la Administración
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concesiÓn, que autoriza el desarrollo de un bien público (en este caso, via pública), a cambio de la explotación
del mismo, debe tener en forma taxativa las potestades que se otorgan a la empresa que resultó favorecida
por el contrato, a fin que el alcance de las autorizaciones no quede a la interprelación de esta empresa, ni se
pretenda que el contrato esté por encima del propio ordenamiento jurídico nacional.

De lo precedente, es dable extraer las siguientes particularidadest
1. Las servidumbres viales son parte de las vías públicas, por tanto pertenecen al Estado y tiene un

destino público, son inajenables e imprescriptibles;
2. La Ley No.S de 1988, permite que las servidumbres puedan ser otorgadas en uso a las concesionarias

exclusivamente para la ejecución de la obra y prestación del servicio público dado en concesión;3, El anendamiento de servidumbres viales no puede entenderse como conexo o relacionado con la
ejecución o prestación del servicio público de caneteras públicas;

4. El Contrato de Concesión N0.98 de lgg4, no contempla expresamente la facultad de arrendar las

- servidumbres viales, por tanto no puede inferirse que dicha potestad se encuentra implícita;5. La Ley de Concesiones Administrativas dispone que las tarifas a cobrar por la concesionaria deben ser

- aprobadasporelÓrganoEjecutivo,porconductodelConsejodeGabin'ete; y,
6. Los posibles ingresos derivados del arrendamiento de la propiedad estatal no eslá conlemplado en el

cálculo a seguir para la determinación del monto recuperado.

L.u99o !e este proli.io análisis juridico del tema objeto de su consulta, este Despacho concluye que no es
viablQ el gobro de un canon de arrendamiento, por oarte de la Concesionaria Madden Colón, ooi las áreas de
sglidumbre vtal de la Autopista Madden-Colón, oara la colocación de las dist¡ntas ¡nfraestructt¡ras de servicio
oúblico, en virtud de lo dispuesto en el artículo 258 de la Constitución potit¡ciJos aruculos t geSJ O¡O y I O¿O
del código Administrativo, los artícutos 513, 518 y s31 del código civil, los artículos 9, 12.10, j3.j ,13.ó, 15 5
y 15.8 de la Ley No.S de 1988 (Concesiones Administrativas), los artículos 6l y 62 de la Ley No.3l de lg96
(Telecomunicaciones), los artículos 141 y 142de la Ley No.6 de 1997 (Electricidad), y las cÍáusulas tercera,
cuarta y décimo primera del Contrato No.98 de 29 de diciembre de 1994, en lo apiicable a la Concesión
Madden-Colón.
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